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el Juzgado para entregar los resguardos de los giros postales efectuados
(.'on post~rioridad a los efectos de acreditar el pago..-de las rentas
vencidas. siendo admitido el recurso de apelación por el Juzgado sin
oposición de la parte actara. De otro lado, durante la tramitación del
recurso. y por haber rechazado el arrendador como forma de pago de la
renta el giro postal. el demandante de amparo efectuó con regularidad
la consignación. bien ante el Juzgado. bien ante la Sala de la Audiencia.
dd importe correspondiente a las rentas dI:' las mensualidades venCIdas,
sin que en ningún momento por la Sala sc cuestionara el pago de las
mensualidades vencidas y no consignadas o la acreditación de ese pago.
hasta qut'. celebrada la vista del recurso. dicta Sentencia. por la que sin
entrar en el fondo de la cuestión litigiosa, tiene por mal, admitido el
recurso y declara la firmeza de la Sentencia apelada al estimar que los
resguardos de los giros postales aportados por el demandante carecen de
virtualidad a Jos efectos del art. 148.2 de la LA.U.

Es evidente. por tanto, que la Sentencia ahora impugnada declaró
mal admitido el recurso de apelación. no por falta de pago de las rentas
vcncidas y no consignadas, SinO por considerar no debidamente acredi­
tado el pago de las mismas, ya que. segun el criterio de la Sala. los
rcsguardos de gito postal que t'1 demandante de amparo aportó al
proc('so no eran virtuales a los efectos del arto 1-t8.2 de la LA.U. Pues
bien. con,independencia de que el citado precepto de la Ley arrendaticia.
único que se cita en la Sentencia recurrida, no limita los medios de
prueba a fin de acreditar lener satisfechas las rentas vcncidas al
momento de interponer el recurso, sino que es el a11. 1.566 de la l.E.c.,
en su párrafo tercero. quien establece esa limita.:ión. al disponer que «c!
pago de las rentas se acreditará con el recibo del propietario o de su
administrador o representante». la exigencia de este recibo como único
medio de acreditar el pago no convierte a este medio de prueba en un
requisito esencial para el acceso al recurso. ya que. conforme a la
doctrina constitUCional antes expuesta, la acreditadón del pago o
consignación es un simple requisito formal, cuya omisión o defectuoso
cumplimiento debe permitir el Juez que sean subsanados. En consecuen­
cia, si la Audiencia consideró que los resguardos de giros postales
aportados por el demandante de amparo no acreditaban el hecho del
pago. tal insuficiente acreditación, en cuanto defecto subsanable, debió
determinar que el órgano judicial. en aplicación de la doctrina referida
de este Tribunal, abriera un trámite de subsanación a tin de que aquél
pudiera probar que en el momento de interponer el recurso se hallaba
al corriente en el pago de las rentas vencidas. y no, como hizo. sancionar
tal irregularidad forma~ con la sancion desproporcionada del cierre del
recurso. Una interpretación S~'cl/lldum Constitulionen dcl arto 1.566 de
la L.E.C.. así lo exige, pues. de otro modo, la negativa del arrendador.
su administrador o representantl' a dar recibo d~ las rentas pagadJs
impediría el acceso al recurso u obligaría para ello a una consignación
que duplicaría lo ya pagado. Es por ello. también. por lo que la preVisión
del párrafo primero del arto 1.567 de la L.E.c. ha de entenderse refelida
al cumplimiento de los requisitos esenciales para el acceso al recurso.
esto cs,. al hecho mismo del pago o consignación de las rentas vencidas,
pero no a la acreditación de ese pago o consignación, cuya omisión o
defectuoso cumplimiento son subsanables.

Resulta indudable. por tanto. que la decisión de la Audiencia
Provincial de tener, por mal admitido el recurso de apelación y declarar.

Sala Segunda. Sentencia 88//992. de 8 de junio. Recurso dl'
amparo 2./21//989. Contra SentencJa de la Sala de lo
Social de Sel'l"a de! Tribunal Supl'ríor de JustiCia de
Andaluc(a, recalaa en aUlos sobre rl'scau' de capital por
ja1fecimiento. Supuesta \'ul!lcrllcidn del di'n'cho a la tutela
judicial ~fectiva: Incongruencia lmlisila. '

La Sala segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio L1orente. Presidente. don Eugcmo Díaz Eimil. don
~iguel Rodríguez-Piñero y Bravo·Ferrer. don José Luis de los MOlOS y
de los Mozos. don Alvaro Rodríguez Bereijo y don José Gabaldón
Lópcz, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo mimo 2.121/1989, promovido por dona
Maria del Amparo Zataraín Fernández. representada por el P~ocurador

de los Tribunales don Enrique Monterroso Rodnguez y aSistida del
Letrado don José María Soler Pérez contra la Sentencia de la Sala de lo
Social de Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucia de 11
de septiembre de 1989. en autos sobre rescatt' de ,capital ~or falleci­
miento. Ha comparecido el Ministerio Fiscal, el Instituto NaCional de la
Seguridad SociaL reprL'Sentado por el- Procurador don Carlos Jimcnez
Padrón, y bajo la dirección del Letrado don Juan Manuel Saurí
~1anlano. y la Tesorería General de la Seguridad ~oclal. representada

en consecuenCIa, la firmeza de la Sentt'ncia apelada por considerar que
no había sido debidamente acreditado el pago de las mensualidades
vencidas. sin haber dado al demandante de amparo la oportunidad de
subsanar el cumplimiento del citado requisito formal, ha de estimarse
contraria al dt.'rt.'cho fundamental que según el a11 . .:!4.1 de la C.E. asiste
al recurrente en amparo a obtener la tutela judicial efectiva, al responder
a una interpretación excesivamcnte formalista y rigurosa de los
arts. I"¡R.~ dl' la L.A.U. y 1.566 de la L.E.c. y no. a la hIZ de la
Cunstitución. a la que fa ....oreciera el ejacicio del mencionudo d~rccho

fundamentul en .su vertiente de acceso al sistemJ de recursos Y.
concrdamente. al recurso de apelación. Finalmente. hemos de ~eñalar

quC', a diferencia dd supuesto contemplado en la STC 10411984. citada
c-n la Sentencia de la Audiencia Pro .... incial para fundamentar su
decisión. en el presenle caso. lo que no aconteció entonces, el arn.:ndata­
rio y aquí demandante de amparo conginó bien ante el Juzg:tdo o bien
ante la Sala de la Audiencia la renta correspondIente a las mensualidades
que (.'1 arrendador se negó a aceptar por giro postal. aSI como que en la
Sentenciu ahora ímpugnada no se ofrece razonamiento alguno por parh'
de la Audiencia sobre la insuficienCia de los resguardos de los giros
po~talcs como medio para acreditar el pago de las rentas vencidas.__
razonamiento que. por el contrario, si ofreció el órgano JurisdiCCIonal en
la resolución judicial impugnada en el recurso de amparo objeto de la
STC 10411984.

FALLO

En atención a todo lo cx.puesto, el Tribunal ConstitucionaL POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓ!\'
ESPAÑOL-\.

Ha decidido

Estimar l.'I amparo solicitado por don Juan Lorenzo Navarro y, en su
virtud.

l. Reconocer el derecho del recurrente a la tutela judicial efectiva.
2. Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección Tercera de la

Audiencia Provincial de Las Palmas, de 3 de julio de 1989. dil·tada en
el rollo de apeladon núm. 142/1989.

3. Retrotraer las actuaciones al momento procesal inmedi:narncnte
~nteriür. al .p~onunclamiento de la citada SentenCIa. a fin dt.: que e\
urgano JudiCIal conceda al recurrente en amparo la posibilidad dt'
subsanar el dCl¡'cto advertido en cuanto al acr~di!~miento del p<lgn de
las rentas \'e:"lndas.

Publíque~e t'Sta Sentencia en el «Boletín Oficial dd EstauQ)).

Dada en Madrid. a ocho de junio de mil novecientos noventa j
dos.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Diaz EimiL-Migue1 Rodri.
g.ucz~PinL'ro ~ Bravo-Ferrer.-José Luis de los Mozos y de Jos
Mozos.-AJvaro Rodríguez Bercijo.-José Gabaldón López.-Flrmados y
rubric).dus.

por el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel. y asistida del
Letrado don Paulina Jiménez Moreno. Ha sido Ponente el MiJ.gi':ltraúo
don José Luis de los MOlOS y de tos Mozos, quien expresa el ¡¡;;uecer JI..'
la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado en este Tribunal el dia 17 d~ octubre de
IY89, el Pnx.'urador dc los Tribunales don Enrique Monten'oso Rodrí­
guez. en nombre y representación de doña María del Amparo ZatnrJin
Fernández. interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la S~da
de 10 Slxial de Sevilla dl.'l Tribunal Superior de Justicia de ,-\ndaJu(la.
de 11 de septiembre de 1989.

2. La demanda de amparo presentada se basa en los siguientes
antecedentes:

a) Tras agotar por silencio la correspondiente vía admini~trzJti·.-a
prev"la. la ac[ora formuló demanda ante los Juzgados de lo Su(Íal de
Sevilla (ootra la Mutualidad de la Previsión, el Instituto Nacional dI.: la
Seguridad Social (lNSS) y la Tesorería General de la Seguridad Social
(TGSS). sohotando el abono del 50 por 100 del valor actual del ca¡mal
por t;:¡llecimJento. al amparo de lo establecido en el a11. 5·t1 dd
Reglamen!Ode la Mutualidad de la Previsión de 23 de julio de 1981. Al
respecto hacía constar que, por Resolución de la Dirección Provincial de
!V'adriddd INSS. dt' 3 de ma)o de 1982, se le declaró en situación de
IncapaCidad perman ....'ntc absoluta con derecho al percibu de una pensión
vitaliCIa anual, equlvalcnte al 100 por 100 de la correspondil.:ntc bnsc
reguladora con dedos dl'sdc- el día 27 de enero de 1981.

b) El dia lO de :¡bril de 1989. el Juzgado de lo Social numo lO de
Sevilla dlctó Se:1~er.C1a por la que, acogiendo la excepción de lalta de
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legitimación pasiva opuesta por la representación legal del INSS y de la
TGSS, absolvIó a estas Entidades de las pretensiones contra ellas
d~'ducidas. pero estimó la demanda respecto de la Mutualidad de la
Previsión, a la que condenó a abonar a la demandante la cantidad de
714.408 pesetas.

e) Contra dicha Sentencia la Mutualidad condenada: interpuso
recurso de suplicación al amparo del artículo 152.1 de la Ley de
Pnh::cdimiento Laboral (LPll, y -basado en un único motivo: La
aplicación indebida del apartado 2 del arto 54 del Reglamento de la
Mutualidad de la Previsión. aprobado c123 de julio de 1981. Razonaba
la recurrente que, modificado el precepto con ctectos desde el día 4 de
marlO de (984, no se contemplaba en su nueva redacción la prestación
;;olicitada por la actora. Por tanto, habiéndose jubilado el día 31 de
diciembre de 1986, lu pretensión carecia de hase jurídica, como ha
re(:onocido la jurisprudencia del Tribunal Supremo (Sentencias de 15 de
f(.'brcro y 7 de marzo de ,1988)'

d) La Sala de lo Social de' Sevilla del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucia, en Sentencia de 11 de septiembre de 1989, estimó el
recurso de suplicación interpuesto, revocó la Sentencia de instancia y
absolvió a la demanda a todas las Entidades demandadas. Su funda­
mento de Derecho uoico expresaba 10 siguiente:

«Como reiteradamente ha expuesto la jurisprudencia, la Mutualidad
de la Previsión, acogida a la Ley de Montepíos y Mutualidades
Lahorales de 5 de diciembre de 1941, se integró en el Régimen General
de la Seguridad Social por los Reales Decretos de 23 de junio de 1978
y ::!O de junio de 1984, normas en las que partiendo del hecho de --Que
aquella Mutualidad otorgaba dos niveles de prestación, uno, el sustituto­
rio de la acción protectora de b Seguridad Social, y otro, el de previsión
complementaria. di-sponían que el Régimen General sólo asumiría las
prestaciones causadas hasta el límite máximo de las cotizaciones
posibles en el mismo, de tal suerte Que las no incluidas en este último
~cguirían a cargo de la Entidad de previsión. El último de aquellos
Reales Decretol) preveía ya que los recursos de la Mutualidad serían
insuficientes de modo QUe, en sus disposiciones finales, se refería a la
posible rcfonna de Sus Estatutos de 23 de julio de 1981, en que se otorga
a [os pensionistils el derecho de rescate Que solicita la parte actora.

-\simismo, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1987 s~
refería a las prestaciones complementarias no integradas en el Régimen
General y 3 la creaci6h de un Fondo Especial para atel1der a ellas. lo que
tuvo lugar por Real Decreto de 2 de febrero de 1988. con la limitación
de que sólo se atenderían las de jubilación, invalidez permanente y
supcrviv("ncia y, en todo caso, con el límite de que la pensión percibida
no superada las 187.950 pesetas mepsualcs. Por tanto, la Mutualidad
demandada que en su dia solicitó la integración en aquel Fondo Especial
al que aportó la totalidad de sus bienes y recursos, y que supendió el
pago de las prestaciones complementarias, se ajusta a las disposiciones
expuestas y no adopta una decisión caprichosa; mucho más si se tiene
en cuenta,· como ha dicho la Sentencia sic del Tribunal Supremo de 6
de mayo de 1987, la naturaleza de estas Entidades de Previsión, carentes
de ánimo de lucro. definidas en el arto 13.1 de la Ley 33/1984, de 2 de
agosto, cuyo arto 30 establece las causas especificadas de disolución y
abre un período de liquidación con el fin de salvaguardar los intereses
de todos los asegurados, lo que impide, por un principio de solidaridad,
que se beneficien los mutualistas más diligentes efectuando reclamacio·
n~s ¡;amo la que se hace en la presente litis. Y. como, por .último,
tampoco se ha acreditado en autos la concurrencia de los requisitos
exigidos en el Reglamento de la referida Mutualidad y que condicionan
el otorgamiento del derecho de rescate, es claro que la actora carece de
tal derecho y la Sentencia de instancia que se le otorga debe ser revocada
con estimación de tal recurso.»

3. El recurso de amparo se dirige contra esta ultima decisión
porque vulnera el arto 24.1 C.E. Se argumenta, en síntesis, con cita de
las SSTC 14/1984. 138/1985 Y 177/1985, Que la resolución ha incurrido
en incongruencia constitucionalml'nte relevante al haber alterado los
términos del debate procesal más allá del ámbito de ejercicio del
pnncil'io fllra nm'Íl furia. En efecto, tanto en primera instancia como en
fase de recurso la controversia se reducia a determinar si el arto 54.2 del
Rl'glamento de la Mutualidad de Previsión era o no aplicable en este
caso, ti causa de la posterior modificación que entró en vigor el 4 de
marzo de t 984. Sin embaq~o, la Sentencia ni siquiera menciona esta
cuestión y resuelve el litigIO sobre la base de dos afirmaciones no
discutidas y que no se corresponden a la realidad: La aportación d~
todos los bienes de la Mutualidad a un Fondo Especial y la indemos­
tr<lda concurrencia de los requisitos reglamentariamente exigidos para
otorgar el derecho de rescate. Aporta al efecto escrito del Secretario
General de la Gerencia del Fondo Especial dt' 10 de octubre de 1989, en
el que se comunica lo siguiente: K .. la Mutualidad de la Previsión del
cXllOguido Instituto Nacional de Previsión no se encuentra mtcgrada en
t'ste Fondo Especial, toda vez que la R~solución de 10 de mayo de ¡ 9iS9
("Bolclin Oficial del Estado" del 13) supedita dicha integración a la
obligación do: aportar al Fondo E:.pecial la totalidad de los bienes y
recursos de que disponga la Mutualidad, hecho éste que hasta la techa
nü se ha producido».

Interesa, por ello. la nulidad del acto impugnado y el dictado de
nueva Sentenc13 en la que se resuelva el recurso de suplicación, de
acuerdo con los térmlOos que han sido objeto de dt:'bat~,

:t Por providencia de 11 de diciembre de 1989 la Sección Tercera
acordó, de conformidad con lo dispuesto en el arto 50.3 LOTC, conceder
a la dl'mandante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo común de
diez días para fórmubr las alegaciones que e.stimen pertinentes en [Ilrnn

a la carencia m,:miticst.:l de contenido constitucional de la demanda [ano
50.1 e) LOTel.

Cumplimentando el trámite conferido, la rcprcsentaóón d" la
recurrente insi5tió t'n la vulneración del art. 24.1 C.E., so!lci¡ó la
admisión a trámitc de la demanda interpuesta y la con("c~i()n en ~u dia
del amparo.

Por su parte. el ~linistcrio Fis.:al solil.'Ító la inadmisión ml'diant~'

Auto del recurso por concurrir la causa prevenida en el arI. 50. I e)
LOTC. Tras reseñar los antecedentes y sintetizar la doctrina de e~te
Tribunal sobre la incongruencia de alcance inconstituCIOnal. conSIdera
que en d caso e:\aminado no se ha producido la radical distonia entre
lo pedido y dt'batido en el pleito y lo realmente decidido en la resolución
Judicial que. ignorando el principio de contradiCCión. provoca mdefen·
sión. La Sentencia ha dest'stimado la pretensión de la actara por la
integración de la Mutualidad de la Previsión en el Régimen General, de
la Seguridad Social y la restricción que en el nivel de protecCIon
comporta tal medida. Posiblemente hubiera debido concretar y acotar en
este contexto el devenir de la anunciada reforma de los Estatutos dC' la
Mutualidad. pero en todo caso el tema central de la litis -el derecho o
no de la actora al rescate del 50 por 100 del capital por fallecimiento­
obtuvo una respuesta bastante y suficiente como para ;:ntendcr no
vulnerado el principio de congruencia tutelado en el arto 24.1 CE. Esta
conclusión no puede Quedar enervada porque el hilo central y conductor
de la decisión final del recurso se refuerce con dos argumentos no
esenciales, cuya realidad cuestiona la demandante.

5. Por providencia del 29 de enero de 1990, la Sección acordó
incorporar a las actuaciones los escritos presentados por la parte
recurrente y el Ministerio Fiscal en el trámite de alegaciones del art. 50
LOTC, admitir a trámite la demanda y, en aplicación de lo dispuesto en
el arto 51 LOTe interesar de los órganos judiciales inteninientes la
remisión de certificaCIón o fotocopia debidamente adverada de las
actuaciones. asi como la práctica de los correspondientes empl:17a­
mientas.

6. Por providencia de 19 de marzo de 1990 se acordó tener por
personados y partes en el procedimiento al INSS. representado p...w el
Procurador don Carlos Jimcnez Padrón, ya la TGSS. represl'nt;:¡da por
el Procurador don Ramiro Reynolds de Miguel: acusar recino a la Sala
de lo Social en SevilJ¡l del Tribunal Superior de Justicia de·\nd;:¡lul'ia :­
al Juzgado de lo SOCIal num. lO de Sevilla de las actuaci('ln~s reCibidas:
y dar vista de las 'mismas a las partes personadas y al Ministl:rio Fi<;('al.
por plazo común de vemte días, para que puedan presentar bs
alegaciones Que estimen pertmentes. confonne determina el arto 52. 1
LOTe.

7. La representación de la demandante estimó Que del l'Xal11l·O Je
las actuaciones queda plenamente acreditada la \ulneración del art. 1~. \
C.E. En efecto, el dl'batc ante el Juzgado de lo Social y rn el posterior
recurso de suplicación se circunscribió, uniea y exclusivamt'nte. a la
vigencia o no del arto 54.2 del Reglamento de la Mutu::.lído.d d~ b
Previsión. vigencia que confirma la Sentencia del Tribunal Supr\'l1lo d~'
4 de noyiembrc de 1988. En ningún momento se alegó que la al.'lora no
cumpliera los requiSItos exigidos en el Reglamento, y no se adUJO tal
objeción porque la ~tutualidad conocía que la demandante los reunia y,
de haberse formulado. oportunamente, se hubiera rebatido acredItando
su concurrencia. Tampoco se esgrimió la aportación al Fondo Especial
de la totalidad de bIenes y recursos de la Mutualidad, extremo que
además no se ajusta a la realidad.

8, La representación del INSS ha interesado el dÍi.:tado ele la
resolución que en derecho proceda. Tras reseñar los antC'cedenks :
destacar que t"lproblema no k afecta al haber obtenido ya. .:n pnmcra
instancia. un pronllnciamirnto absolutorio, enti~nde, no obslanti:. qU{' la
Sentencia impugnada no ha vulnerado el arto 24.1 C.E.

La controversia se limitó a la procedencia o no del pago del rcs~·atc

del SO por 100 del capital por fallecimiento y la Sentet1n<1 reCUrrida
resolvió la cuestiónplantE'ada denegando la prestación, sin 1ll01dilirar los
términos del debalt?' proccsal. Ciertamente, las partes (C'ntranlll su
argumentación jurídIca en la aplicabilidad del arto 54,2 del Rl'glanll'ntll
de la MUlUalidad y I.:l de'.-'i:-,íon judicial se basó, por el contr;Jrio. d~' una
parte· en el canicter ~ naturalaa juridica de la Mutualidad d~'n~rmJ~lda
y la incidenCIa qUt' ~'n ~u ac.:ión protectora supuso la' kg~':>I:h'\Ón
presUpUt'SlanJ. y Decr:t(l<, poswriorLs, y, de otra, en la no l.OTlCÜJ'\\'nu;¡

de los requisitos reglJ.TTlentariamente exigidos. pero nada imniJe '1'1,-' d
Tribunal para funJa:11i..'n1:..lr Su fallo recurra a los razonaml..:nto'- Jt¡r;c!l.
cas que cstiml' con\i:p.i:;>n1cs.

9. La repn~senta(h)n d,' b Tcsoreria Gtmeral de la Sqmidad S;¡n,l!
postula la dt:srstimac;,JiI del .lmp:Jro porque no·existe un... k'i¡ón ,k! .lr!.
24.1 C.E. La soJ¡cJ::Jnlé d~ amparo no ha sufrido indet¿'nsil'lJi bJ
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podido acudir -asi 10 ha hecho- a cuantas i,nstancias la legalidad vigente
establece para el reconocimiento de su d~'recho, Pidió el abono de una
prestación y la Sentencia recaida en primera instancia resolvió todas las
cuestiones planteadas por las partes, incluida la excepción de legitima~
ción pasiva opuesta de contrario. Se aquietó con esta decisión. pudo
impugnar el recurso interpuesto por la Mutualidad condenada v el fallo
que lo resolvió se mantuvo también dentro de los contornos "trazados
por las portes. En definitiva. lo recurrente recibió del órgano judicial una
respuesta razonada y debidamente motivada a su pretensión y no
corresponde al Tribunal Constitucional determinar cuándo concurre o
no 10 previsto en el arto 54.2 del Reglamento de la Mutualidad por ser
una cuestión de 'mera legalidad, ni revisar la interpretación legal que
...;acenada o no- ha efectuado la Sala de lo Social del Tribunal Superior
de Justicia.

10. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesa el otorga­
miento del amparo. A su juicio. el problema estriba en determinar si el
razonamiento esgrimido por la Sentencia recurrida responde a la litis del
proceso y del recurso, que giraba sobre la aplicabilidad del arto 54.2 del
Reglamento de la Mutualidad y, aunque en fase de admisión se inclinó
por entender que no concurría la tacha de incongnlencia. tras el examen
del proceso judicial en su integridad las dudas se acrecientan,

De una parte, porque no hay respuesta directa en la sentencia
recurrida al tema antes delimitado. Toda su cuidadosa historia del
devenir legislatiVO de cntes como la Mutualidad de la Previsión no
constituye sino una argumentación de apoyo o de cobertura a las razones
por las. que se desestima la pretensión, pero no parece que pueda ser
entendida como bastante en sí misma para resolver el litigio, máxime
cuando el aserto referente a la aportación por la Mutualidad de todos sus
recursos al Fondo Especial mencionado en el Real Decreto de 2 de
febrero de 1988, parece desmentído por el certificado aportado con la
demanda de amparo. Esta oscuridad de la Sentencia, derivada de una
respüesta indirecta a la controversia planteada a traves de una argumen~

ulción de filosofia histórico-Ie~islativa general y que, además, yerra en
fundamentos concretos esencIales. impide entender que media una
suficiente contestación -explicita o implicíta- a la litis que le había sido
sometida por -las partes.

Sólo seria admisible si de su argumentación se dedujera que a raiz
de la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 1987 y el Real
Decreto de 2 de febrero de 1988, en modo alguno puede satisfacerse la
pretensión actora. Pero punto tan esencial ni siquiera había sido
propuesto por la Mutualidad en su recurso, con lo que la Sala hurtó a
las partes, singularmente a la actora, la contradicción y debate al
respecto. Es más, al parecer la Mutualidad no había aportado al Fondo
Especial la totalidad de sus bienes y recu"os. con lo que este razona·
miento carecería de virtualidad para justificar la .existencia de una
congruencia iridirecta o implicita a la cuestión Central debatida.

Por último, la afirmación relativa a la falta de acreditación de la
concurrencia de los requisitos reglamentariamente exigidos para acceder
a la prest3ción, además de contradictoria con su desaparición, resulta
genérica al no concretar cuál de los requisitos del arto 54.2 dcl
Reglamento permanece indemostrado.

En suma. la Sentencia dejó sin resolver un tema esencial -si la
modificación del Reglamento de la Mutualidad de 4 de marzo de 1984
afectó o no a la actara, dada su fecha de jubilación- incurriendo, por
tanto, en incongruencia lesiva del arto 24.1 C.E.

11. Por providencia de 25 de mayo de 1992 se señaló para la
deliberación y fallo el 8 de junio siguiente.

IL Fundamentos juridico.'i
l. Se dirige la demanda de amparo contra la Sentencia de la Sala

de lo Social de Sevilla del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de
11 de septiembre de 1989 que, estimando el recurso de suplicadón
interpuesto por la Mutualidad de 13 Previsión contra la Sentencia
dictada ellO de abril de 1989 por: el Juzgado de lo Social nÚm. 10 de
Sevilla. revocó la decisión de instancia y absolvió a la parte demandada
de la pretensiónactora, relativa al abono del 50 por 100 del valor actual
del capital por fallecimiento.

Tanto la recurrente como el Ministerio Fiscal imputan al acto
impugnado una lesión del arto 24.1 C.E. por incurrir en el vicio de
incongruencia. aunque sus enfoques sólo parcialmente son coincidentes.
A juicio del Fiscal, concurre una incongruencia omisiva de alcance
inconstitucional, porque quedó sin respuesta el tema esencial del litigio,
esto es, si la modificación del Remamento de la Mutualidad de la
Previsión introducida en el año 1984 af;;:ctaba o no a la actora, dada su
fecha de jubilación; Sin embargo, la recurrente denuncia, además, una
alteración de los términos del debate procesal que rebasa el ámbito del
principio ¡uI'a novit curia, al fundamentar su fallo en dos nuevos
elementos nunca discutidos y que no se corresponden a la realidad: La
aportación de todos los bienes de la Mutua!idad de la Previsión al
Fondo Especial constituido en el seno del INSS r la indemostrada
concurrencia de los requisitos reglamentariamente e;ugidos para acceder
a la prestación postulada.

El objeto del presente recurso. por tanto, ,e circunsl:Tibe a determinar
si la Sentencia recurrida vulnera el derecho fundamental a la tutela

judici.11 L'!ecti va por haber inCidido en una incongruencia constitucional~
menle relevante, sea omisi ...'a o extrapetita.

1. Desde la STC 10/1982. hemos declarado reiteradamente que el
vicio de incongruencia entendido como desajuste entre el fallo judicial
y los terminos en que las partes formulan sus pretensiones, concediendo
más o menos. o cosa distinta de lo pedido. puede entrañar una
vulneración del principio de controdicción constitutiva de una efectiva
denegación del derecho a la tulela judicial. siempre y cuando la
desviación sea de lal naturaleza que suponga una sustancial modifica­
ción de los términos en que discurrió la controversia procesal con la
consiguiente indefensión, sustrayendo a las partes el verdadero debate
contradictorio y produciéndose un fallo extraño a sus fl....dprocas
pn,,·tensiones (por todas. SSTC 144í1991. 18311991 Y 59/1992).

El juicio sobre (a congruencia de la resolución judicial ineludible­
mente presupone, pues. la confrontación entre su parte dispositiva y el
objeto del proceso. delimitado por referencia a sus elementos subjetivos
-partes- y objetivos -causa de pedir y petitum-. Cíiléndonos a ~stos
ultimos. la adecuación debe extenderse tanto al resultado que el litigante
pretende obtener. como a los hechos que sustentan la pretensión y al
fundamento jurídico que la nutre: La Sentencia no puede. por consi- ­
guiente. modlticar la causa pe{C'ndJ. y a través de ella alterar de oficio la
acción ejercitada, pues se habria dictado sin oportunidad de debate. DI
defensa. sobre las nuevas posiciones en que el órgano judicial sitúa el
rhcma decid(,f1di.

La congruencia es compatible, sin cmbargo, con la utilización por el
órgano judicial del principio tradicional del cambio del punto de vista
juridico expresado en el aforismo iura no\'i! curia, en cuya virtud los
Jueces y Tribunales no están obli~dos a motivar sus Sentencias,
ajustándose estrictamente a las alegaCiones de carácter jurídico aducidas
por las partes. La potestad para aplicar la norma les faculta para
desvincularse de la argumentación jurídica esgrimida por los litigantes,
pudiendo basar su decisión en razonamientos jurídicos distintos. En
suma. la congruencia no es extensible a la necesaria identidad entre los
preceptos alegados por las partes y las normas cuya aplicación considere
procedente el órgano judicial, aunque la- introducción a la hora de
rcsolver la litú de un diverso punto de vista juridieo en ningún caso
legitima el variar sustancialmente la causa petend¡ (SSTC 20/1982.
14/t984. 177/1985. 183/t985. 142/1987. 191jt987, 48/1989 Y 5/1990).

3. Desde esta perspectiva no es compartible, como propugna la
recurrente. que la Sentencia impugnada haya mutado radicalmente el
objeto del proceso. La demandante solicitó al amparo del Reglamento
de la Mutualidad de la Previsión el abono de detenninada prestaCión y
tal preten:.ión. inic::::!lmente acogida en la Sentencia de instancia, fue
posteriormente dese~timada en trámite de recurso de suplicación. Sin
duda. pues. el pronunciamiento judicial se ajustó escrupulosamente a los
elementos subjetivos y petitllm de la litis, pero también respetó su causa
de pedir.

En electo. la lectura del fundamento de derecho único de la
resolución recurrida [antecedente 2 d)] revela que la estimación del
fC("urso se sustentó en un doble razonamiento. En primer lugar y sobre
todo. en el régimen juridico de la protección complementaria de la
Mutualidad de la Previsión, tras la integración de su nivel sustitutorio
en el sistema de la Seguridad Social. El Tribunal ubicó la controversia
en él marco más amplio de la progresiva restricción que ha experimen­
tado el nivel complementario de protección previsto en el Reglamento
de la Mutualidad de la Previsión, después de su integración en el
Régimen General, concluyendo que la decisión de la Entidad de
suspender el pago de las prestaciones complementarias. entre ellas el
derecho de rescate pretendido, encuentra cobijo en los Reales DClTetos
de 23 de junio de 1978 y 20 de junio de 1984, la Ley de Presupuestos
Generales del Estado para 1987 y el Real Decreto de 2 (sic) de febrero
de 1988. Prescindiendo de la justeza del argumento, porque el principio
de congruencia no alcanza a proteger a los litigantes de razonamientos
juridicos, en su caso, defectuosos o equivocados (STC 97/1987), se
adecuó a la causa de pedir.

En esle contexto la afirmación relativa a la integración de la
Mutualidad de la Previsión en el Fondo Especial, constituido en el seno
deIINSS. no entraña la introducción sorpresiva por el Tribunal ad quem
de un hecho nuevo, extrailo al debate y que deviene un factor decisivo
del fallo. sino una mera referencia al ente que asume la función de
garantizar ciertas prestaciones complementarias de previsión social
como unu de los jalones nonnativos de la evolución histórico-legislativa
d~ la Mutualidad de la Previsión. No es impertinente recordar que la
facultad conferida a las Mutualidades de Funcionarios de la Administra­
ción de la St'guridad Social de integrarse en un Fondo Especial arranca
de la disposición transitoria sexta de la Ley 21/1986, de 23 de diciembre.
y se regula en el Real Decreto 126/1988, de 22 de febrero, cuya
disposi\.ión íinal primera establece ~ue, producida la integración, ~sta

tendrá ef~cto desde el día 1 de juho de 1987. La Mutualidad de la
Prnisión efectivamente solicitó su integración en el Fondo Especial. la
cual fue autorizada por Acuerdo del Consejo de Ministros en su reunión
de 11 de abril de 1988, tal como consta en la Resolución de la
SubsecrclJ.rfa dd r..-hnisterio de Trabajo y seguridad Social de 10 de
mayo de 1989, que acordó dar publicidad al mencionado Acuerdo
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(<<Boletín Oficial de! Estado» del 13 de mayo). Por tanto. el dato de que
la aportación de la totalidad de bienes· y recursos de la Mutualidad
realmente no se hubiera materializado en el momento en que se resuelve
la pretensión resulta intrascendente.

En Segundo lugar, expresa la Sentencia recurridll que «tampoco se ha
acreditado en autos la concurrencia de los requisitos exigidos en el
Reglamento de la referida Mutualidad y que condicionan el lllorga­
miento dd derecho de rescate)), Si la afirmación constituyese la ratIO
dCCldendi del fallo. podría tener sentido su alegación de que se habla
producido una sustancial alteración de la controversia procesal. toda vez
que esta se planteó en términos estrictamente jurídicos. sin rebatir la
situación de hecho. Se trata. sin embargo, de una argumentación
'Secundaria y de carácter alternativo que complementa al anterior
razonamiento. genuino soporte jurídico de la resolución.

En definitiva. el Tribunal falló acogiendo una de las pretensiones
dcducidas en juicio y haciendo uso de su libertad de crear la argumenta­
ción jurídica que sirviera de fundamento a su resolución. elaboró una
distinta de la estimada por el Juzgado a qllo y de la alegada por las
partcs,- pero respetuosa con el título jurídico en virtud del cual se
reclamaba. por lo que no modificó la causa de pedir. 01 por ende la
acción ejercitada.

4. Asimismo. sostiene el recurrente. con la adhesión del Ministerio
Fiscal. la existencia de una incongruencia omisiva constitucionalmente
prohibida. al quedar sin respuesta el tema esencial objeto del litigio.

Hemos declarado en diversas ocasiones que olvidar u omitir la causa
dI: pedir entraña una incongruencia por omisión. una falta de respuesta.
una dc!'negación técnica de justicia. incorrección procesal que incide.
asimismo. en el derecho fundamental a la defensa, puesto Que se sustrae
a la parte la posibilidad de contradecir u oponerse a una decisión sobre
un tema no propuesto (SSTC 142/1987 y 156/1988), pero también que
las hipótesis de incongruencia omisiva no son susceptibles de una
solución univoca. sino que han de ponderarsc las circunstancias
concurrentes en cada caso concreto para determinar si el silencio del
órgano judicial frente a alguna de las pretensiones puede no ser
razonablemente interpretado como una desestimación tácita Que satis­
faga suficientemente las exigencias del derecho a la tutela judicial (SSTC
59(1983.94/1988, 187/t989, 175/1990 Y 198/1990).

Ciertamente. el acto impugnado no contiene alusión expresa alguna
al problema en si la modificación del Reglamento de la Mutualidad de
la Previsión operada en 1984 afectaba o no a la actora, pero principia
su fundamentaciónjuridica con una remisión a la reiterada jurispruden·
cia recaída al respecto, Un somero examen de los pronunciamientos del
Tribunal Supremo venidos sobre materias idénltcas o análogas a la
controvertida patentiza la existencia de una consolidada doctrina ('o
torno a la legalidad de la supresión del apartado 2 del arto 54 del
Reglamento de la Mutualidad de la Previsión aprobado porResolución
de 23 de julio de 1981, en cuya virtud los pensionistas por jubilación o
invalidez permanente podían rescatar en cualquier momento el 50 por
100 del valor actual del capital por fallecimiento. siempre que no
tuvieran hijos menores de dieciocho anos o mayores incapacitados~ que
se prudujo el 4 de mayo de 1984 a través de la correspondiente
modificación reglamentaria propuesta por el órgano competente de la
Mutualidad y autorizada por la Administración. La Sentencia del
Tribunal Supremo de 7 de marzo de 1988. precisamente una de las
citadas por la Mutualidad recurrente al formalizar el recurso de
suplicación, rechaza la pretensión porque la petición del rescate se
dedujo cuando ya no estaba vigente el precepto que la sustentaba. Esta
circunstancia. obliga a descartar que el órgano judicial omitiera resolver

Sala Segunda. Semencia 89/1992. Jet"! de junio. Recurso de
amparo 1.75811990. Contra Auto de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior de Justicia de Galicia inadmilJendo a
trámite recurso de suplicación contra Al/lo de la misma
sala. Supuesta ¡'u/neración del deredlO a la lUtela judieral
e/ectü'a: Cuestión de legalidad ordinaria.

La Sala ~unda del Tribunal Constitucional. compue~ta por don
Francisco RubiO 1I0rente. Presidente en funciones: don Eugenio Díaz
Eimil: don Miguel· RodríguezwPiñero y BravowFcrrer: don José Luis dc
los Mozos y de los Mozos; don Alvaro Rodríguez Bereljo. y don José
Gabaldón López. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 1.758/90. interpuesto por el Procura­
dor de los Tribunales don Javier l10minguez López. en nombre y
lTprcscntación de doña Visitación Fernández Fern:indcz, contra el Auto
de, la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Galicia ..de
lS de junio de 1990, que no admitió a trámite el recurso de süpllcJ

la cuestión planteada y a entender más bIen que desestimó la pretensión
de la solicitante de amparo mediante una fundamentación por remisión.
lécnica de moti\ación constitucionalmenh.' válida (SSTC 17~/1\)87,

191/1987 Y 146/1990l.
Dt' otra partc, subyac¡: en las diversas fundamentacioncs jurídicas

que contienrn las SentencIas del orden jurisdiccional social el mismo
problema dc fonuu: La teoría de los d~rechos adquiridos. Par~ rl
Juzgado de lo ~oclal ..:ll'escatc solicitado y. en general. toda b protecl"ion
c:omplementana ['lre"lsta en el Reglamento de la MutU:ll1dad ,'sta
garantizada por el apartado 4 de la disposiCIón adicional pnmera dd
Real Decreto-ley 36/1971\. de 16 de noviembre. y cualquier minorauón
del nivel protector ,ulneraria d arto 9.3 CE.. máxime si se ][c\'[I a ,:aho
sin respetar el principIO de jerarquía normaJiva. La Sala de lo SOcial del
Tribunal Superior de JustiCIa, por el contrario. otorga validel a la
modificación eSlatutaria que. ante la insuticiencia de recursos finaHcie·
ros para afrontar l'I pago de prestaciones. restringe el ámbito de la acción
protectora. coo base. entre otras disposiCIOnes, en el Real Decreto
1220/1984, de ~O de junio. norma ésta dictada en el desarrollo de la
disposición adicional quinta de la ley 44/1983. de 28 de dicil..'mbrL'. de
Presupuestos GL'nerales del Estado para 1984. cuya constItucIonalidad
han sancionado las SSTC 65/1987.127/1987 Y 134/1987. Estarna">. pues,
ante una respuesta global y genérica a las respectivas pretenSiones de las
partes que. por atenerse al objeto del debate procesal, colma las
exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva (SSTC 1/1987.
19/1987. 168/L987. 8/1989. 61/1989 Y 95/1990).

Por último, uno de los factores que deben valorarse para determmar
la dimensión constitucional del silencio judicial es el efecto útil que. en
su caso, tendría el otorgamiento del amparo. examinando SI ~stc abre la
posibilidad real de que la resolución expresa por el órgano jUdÍt.-'i.'ll a la
cuestión incontestada pueda conducir a una estimación de la m i5ma o
si. por el contrario, tan sólo entrañaría una anulación de efl;'ctos
puramente tormales. cuyo resultado quedaría reducido a que el órgano
Judicial convierta en expresa su anterior desestimación tácita. para. a
continuación reproducir el mismo pronunciamiento de fondo (STC
175/1990). Pues bien, en el supuesto analizado, y aun suponiendo que
hubiese la falta de respuesta que se denuncia. la eyentual cOnCeSll)n del
amparo no reportaría a la parte utilidad material alguna. dado que el
Tribunal ad qucm. aunque extendiera su fundamentación a la vlgenCla
del art. 54.1 del Rt.-glamento de la Mutualidad de la Previsión,
mantendría su dl'cisión estimatoria del recurso de suplicación.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
ACTORIDAD Ql;E LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA N.... ClÓN
ESPANOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por doila ,,,"laria del
Amparo Zatarain Fernandez.

Pubhqucsc esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a ocho de junio de mil novencientos no\'('nt<l y
dos.-Francisco Rubio Llorente.-Eugenio Díaz Eimil.-Migud Rndri·
guez-Piñcro y Bravo·Ferrer,-Jmé Luis de los M07()<; y dt' lo~

Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón López.-FirmaJos y
rubricados.

interpuesto contra el .-\uto de la misma Sala de 24 de mayo de IYOO. Ha
sido parte el Mimsterio Fiscal y Ponente el Magistrado don 1\11gud
Rodríguez-Pulero y Bravo·Ferrer, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. El 9 de Julio de 1990.tu\.'0 entrada en este Tribunal csenlo del
Procurador de los Tribunales don Javier Dominguez López, i){)r el que.
en nombre v reprrsenIación de doña Visitación Fernández FefTlandeL
interpone re'curso de amparo contra el Auto de la Sala de lo Social del
Tribunal Superior dc Justicia de Galicia.de 15 de julio de 199ü. quC' no
admitió J. trámite el re('urso dI.' súplica interpuesto contra el .1,;.¡10 do.: la
misma Sala, de.=!~ de mayo de 1990, que estima el recurso de sl1pil'unón
interpuesto (ontra d Auto del Juzgado de lo Social numo I d~~ La
Coruña. con ocasión de incideote de readmisión v l.:ksC'~tim;] el
formula~o por la ..kmanJante. declarando caducada la u'CClón ('¡~'rcilada
en solicitud de readmISión en su puesto de trabajo.

.=!, Los hecho'> Je la demanda que interesan directamo.:nv 1';\r3 el
prc~('ntc TI.'curso. 'ion lo'S slgUlentcs:

al La ;:¡ctora, ernpkada de una empresa de limpieza: fue \X"ad~l de
su trabajO como COnSCl'Lll'ncW. de hacerse cargo de la lImpie;a .k bs
oliclnJs en que lral"'ad';:J la empresa «(Limpiezas Losada». FOI'nlulada

.,.
1


